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    INTRODUCCIÓN



    El desarrollo económico de la Argentina requiere un replanteo profundo sobre el equilibrio territorial. Desde 1853, el camino hacia la consolidación de un régimen representativo, republicano y federal ha sido largo. Aunque en 1951 se garantizó el voto universal, las interrupciones al sistema democrático desde 1930 marcaron profundas restricciones. A partir de 1983 se lograron avances significativos; sin embargo, las políticas relacionadas con la cuestión federal y el desequilibrio territorial han sido insuficientes y, en muchos casos, postergadas.


    Este libro destaca desde el inicio la necesidad de abordar esta falencia. Las consideraciones geográficas son imprescindibles en un programa de crecimiento económico y social. La postergación de gran parte del territorio argentino representa no solo una injusticia para sus habitantes, a quienes se les impide desarrollarse en sus lugares de origen, sino también una pérdida colectiva de talento y recursos. La informalidad económica, característica de nuestra estructura heterogénea, agrava aún más esta problemática.


    Es indispensable propulsar un verdadero federalismo. Sin un mayor equilibrio geográfico, cualquier plan de desarrollo nacerá con limitaciones y, muy probablemente, generará nuevas frustraciones. La desconsideración geográfica es un problema histórico que puede rastrearse desde las luchas por la independencia, la Constitución de 1853, los períodos de democracia restringida y las interrupciones institucionales del siglo XX, hasta llegar a la actualidad.


    En el ámbito fiscal, los regímenes de coparticipación establecidos en los años treinta maduraron lentamente, pero siempre han permitido válvulas de escape para su incumplimiento, ampliando la brecha entre decisiones de gasto y recaudación. Durante el período democrático iniciado en 1983, el federalismo fiscal tampoco fue jerarquizado; solo se alcanzó un acuerdo transitorio que, aunque reforzado por la Constitución de 1994, aún está pendiente de implementación. Este manejo discrecional, caracterizado por el “látigo y la chequera”, refleja una debilidad institucional profunda.


    Es posible alcanzar un verdadero federalismo en la Argentina. La experiencia internacional demuestra que, aunque existen desafíos, los beneficios de su implementación en países de gran extensión territorial son innegables. Por eso es necesaria una hoja de ruta orientada al desarrollo, que contemple los desequilibrios geográficos mediante la convergencia de políticas y territorios. Bajo una organización federal, la distribución de recursos debe considerar primero las funciones de cada nivel de gobierno y, a partir de ello, sus necesidades.


    Por ejemplo, muchas provincias carecen de obras de infraestructura esenciales para garantizar el equilibrio de oportunidades. Una propuesta concreta es que las provincias se encarguen de proveer bienes públicos, mientras el gobierno federal se concentra en funciones de equidad y estabilización macroeconómica.


    En paralelo con las leyes de estabilización, innovación e infraestructura necesarias, proponemos una revolución impositiva que elimine tributos distorsivos y simplifique el sistema. Una nueva ley de coparticipación resulta fundamental para aportar certidumbre económica, clarificar relaciones intergubernamentales y promover el equilibrio territorial. La falta de cumplimiento del mandato constitucional de 1994 no es solo un problema legal, sino una fuente constante de conflictos que perjudica a todos. Resulta fundamental alcanzar un consenso que defina con claridad la distribución primaria de recursos entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires, así como la distribución secundaria entre las jurisdicciones, garantizando una asignación equitativa de los impuestos coparticipables y una coordinación eficiente entre los distintos niveles de gobierno.


    La complejidad del sistema tributario actual, inclinado hacia impuestos fáciles de recaudar, pero poco equitativos, genera informalidad y evasión, agravadas por nuestras debilidades institucionales. La ampliación de la base imponible debe ser una prioridad. Esto permitiría a las provincias mejorar la prestación de bienes públicos y contribuir a la necesaria convergencia fiscal, evitando así nuevos ciclos de inestabilidad. Una reforma tributaria integral debe incluir:


     


    
      	
Ampliación de la base imponible. Para mejorar la recaudación en las provincias.


      	
Fomento de la equidad. Mediante tributos progresivos que fortalezcan la función redistributiva del Estado federal.


      	
Promoción de la inversión y competitividad. Más allá de los tributos, este objetivo exige políticas complementarias.

    


     


    Además es crucial respetar las potestades tributarias provinciales y fortalecer la administración fiscal en todos los niveles para mejorar su correspondencia. La coordinación federal es indispensable para optimizar la distribución de impuestos coparticipables y ajustar tributos provinciales.


    Finalmente, el federalismo fiscal es solo una parte del desafío. Otras instituciones, como el Banco Central de la República Argentina (BCRA) y el Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), y también las políticas educativas y sanitarias deben incorporar criterios de territorialidad. La regionalización de servicios permitiría a las provincias optimizar costos y mejorar la provisión de bienes públicos.


    Construir un federalismo funcional y equitativo no solo es posible, resulta esencial para el desarrollo sostenible de la Argentina.


    El presente libro refleja un análisis profundo y estructural sobre el federalismo en la Argentina. Durante el último tiempo tuvieron lugar diversos cambios en el contexto político, económico y las políticas públicas que podrían haber justificado una revisión o adaptación de ciertos pasajes. No obstante, hemos optado por no incorporar dichas modificaciones o nuevos datos, priorizando así un análisis estratégico que trascienda las coyunturas inmediatas.

  


  
    CAPÍTULO 1 



     


    Las asimetrías territoriales de la Argentina


     


    Desde la Revolución de Mayo, la política argentina se ha caracterizado por una lógica de antagonismos, morenistas o saavedristas, federales o unitarios, rosistas o urquicistas, conservadores o radicales, peronistas o antiperonistas. En años recientes, esta dinámica se tradujo en la polarización entre kirchneristas y antikirchneristas.


    El país ha quedado empantanado en estas disputas binarias que generan falsas dicotomías, como civilización o barbarie, campo o industria, estatismo o libre mercado, integración global u ostracismo económico. En este esquema no hay espacio para la conjunción, la inclusión o la compatibilidad; uno de los polos debe anular al otro. El resultado de estas dualidades excluyentes es evidente; crisis tras crisis, la brecha social y económica no ha dejado de profundizarse.


    ¿Es esta dinámica una consecuencia al tratarse de una economía emergente? Es cierto que muchos países en desarrollo han enfrentado turbulencias desde los años setenta. Sin embargo, la Argentina sobresale por la frecuencia de sus crisis financieras, ha atravesado seis desde entonces, frente a un promedio global de una por país.


    ¿Se tratará de escasez de recursos? Difícilmente. La Argentina cuenta con suficiente capital, trabajo y tierra para crecer. De hecho, ha logrado períodos de expansión, pero siempre seguidos de bruscas contracciones. A lo largo del tiempo, los efectos acumulativos de estas oscilaciones han agravado la situación.


    El corte transversal más profundo que atraviesa al país sigue siendo la antinomia entre unitarismo y federalismo. La economía argentina ha oscilado entre dos modelos de desarrollo, ambos con resultados decepcionantes. En ocasiones buscó integrarse al mundo mediante la apertura indiscriminada de mercados financieros y el impulso a sectores competitivos para exportar, pero el desempleo, la pobreza y las recesiones hicieron que ese modelo fracasara. En otras oportunidades se implementaron controles cambiarios artificiales, retenciones a las exportaciones y políticas de aislamiento financiero para favorecer el mercado interno; sin embargo, la inflación convirtió este modelo en otro fracaso.


    Ninguna de las dos fórmulas económicas logró abordar el grave desequilibrio territorial o el fiscal, es decir, la distribución desigual de los recursos necesarios para que el Estado nacional y las provincias pudieran mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. El modelo abierto se financió emitiendo deuda, profundizando las recesiones, mientras que el cerrado recurrió a la emisión monetaria, generando desequilibrios que derivaron en episodios de alta inflación.


    La irrupción inesperada de la pandemia de COVID-19 puso estos problemas en evidencia con mayor claridad, exacerbándolos a niveles que evocan la crisis de 2001.


    Sin embargo, esta realidad no surgió con la pandemia. Es el resultado de procesos históricos que han comenzado mucho antes. A continuación analizaremos las profundas asimetrías territoriales, que consideramos un elemento central para tener en cuenta en cualquier estrategia de desarrollo sostenible.


    Desarmonía entre las regiones


    El consumo y la producción presentan enormes disparidades a lo largo y a lo ancho del territorio nacional. Según la última Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares (ENGHo 2018), del Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), los ingresos familiares en Santiago del Estero son un 38% inferiores a los de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA). A su vez, las familias santiagueñas destinan el 42,2% de su presupuesto a alimentos, bebidas y vestimenta, mientras que en CABA ese porcentaje es casi la mitad (23,9%). En transporte, la diferencia también es notoria; las familias de Santiago gastan un 14,4% de su presupuesto total, tres puntos porcentuales más que las de CABA, donde el precio del transporte público es menor.


    Por otro lado, las familias de la ciudad de Buenos Aires destinan casi el 60% de su presupuesto a servicios como alquileres, educación, salud y esparcimiento, en contraste con el 36,9% que destinan las familias de Santiago a estos mismos rubros.


    Estas disparidades reflejan la ausencia de un verdadero federalismo y equilibrio territorial, lo que impacta directamente en la vida de los ciudadanos. Cuando estos factores no existen, como en la Argentina, el destino de las personas parece atado al azar de su lugar de residencia. En un sistema federal efectivo, las migraciones internas serían exclusivamente voluntarias, y la recaudación, la redistribución y el gasto fiscal garantizarían que los distintos niveles de gobierno contaran con los recursos necesarios para proporcionar servicios, desarrollar la economía de manera equitativa y asegurar igualdad de oportunidades más allá de su código postal.


    Sin embargo, ¿qué equidad puede esperarse cuando la energía es significativamente más cara en el norte del país que en Buenos Aires y los costos de transporte son hasta cinco veces mayores? Estas desigualdades desalientan la inversión en las provincias del norte, donde los costos son más altos, y las oportunidades, más limitadas. A ello se suma la diferencia en la calificación de la mano de obra y el acceso a avances en investigación y desarrollo (I+D).


    La contratación de mano de obra en estas regiones enfrenta otros obstáculos; por ejemplo, la permanencia de políticas sociales diseñadas como medidas transitorias. Desde 2001, los subsidios a desocupados han crecido, pero las condicionalidades asociadas —que implican perder el beneficio al acceder a un empleo formal— generan una competencia desleal en el mercado laboral, especialmente en trabajos temporales que requieren ajustes en la legislación laboral para ser sostenibles.


    Cuando las empresas son intensivas en el uso de energía, las diferencias en los costos regionales afectan gravemente la competitividad de las provincias. A esto se suma el desequilibrio poblacional y económico; en el norte del país, las empresas deben buscar compradores en un radio de 500 kilómetros, enfrentándose a la falta de infraestructura ferroviaria y a un transporte monopolizado por camiones, lo que encarece aún más los costos. En contraste, una industria similar en Buenos Aires puede cubrir la misma demanda dentro de un rango de 100 kilómetros.


    El resultado es una desarmonía profunda entre las regiones, que perpetúa el estancamiento económico y la recurrencia de crisis. Superar la histórica antinomia entre federalismo y centralismo permitiría construir consensos transversales, establecer acuerdos estratégicos y reconstruir una matriz de valores e intereses compartidos, aportando estabilidad institucional.


    Sin embargo, la realidad actual está lejos de ese ideal. Muchos gobernadores dependen de las transferencias del gobierno central para llevar a cabo su gestión, incluso para cubrir salarios de la administración pública. Esta centralización del poder permite que la presidencia utilice estos fondos como herramienta política, castigando a jurisdicciones opositoras con recortes más severos o beneficiando a aliados estratégicos, especialmente en períodos electorales.


    Aunque se proclama federal, el país está partido por las profundas desigualdades económicas entre las que obedecen a factores tanto geográficos como históricos. Esta disparidad ha generado un desequilibrio en la relación entre los gobiernos nacional y provinciales. Si bien el gobierno central suele tener la “sartén por el mango”, las provincias no son homogéneas; algunas son ricas, y otras, pobres. La diversidad en recursos, niveles de desarrollo y población coloca a ciertas provincias en una posición más ventajosa para negociar.


    Profunda desigualdad territorial


    En la Argentina, la profunda desigualdad territorial es un rasgo estructural destacado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) en sus informes: “Uno de los rasgos estructurales de la Argentina […] es su profunda desigualdad territorial”.1 Este fenómeno tiene raíces históricas y ha persistido a lo largo de diversos modelos de desarrollo que no han logrado alterar la concentración geográfica predominante.


    Esta concentración se observa, en primer lugar, en la actividad productiva. Las cuatro jurisdicciones que más aportan al producto bruto interno (PBI) del país —CABA y las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe— representan apenas el 22% del territorio nacional, pero albergan al 62% de la población y generan aproximadamente el 70% del valor agregado bruto del país. Además, estas jurisdicciones originan el 72% de las exportaciones, el 78% de la producción manufacturera y concentran el 81% de los depósitos y préstamos del sistema bancario. Esta disparidad se refleja en el PBI per cápita; el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por ejemplo, es seis veces más alto que el de Formosa.


    El empleo industrial registrado también muestra una asimetría significativa; el 80% de los puestos se encuentra en las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe y en CABA, y va de la mano con la aglutinación poblacional. En contraste, en provincias como Catamarca, Chaco, Formosa, Jujuy, La Rioja y Santiago del Estero, el empleo público supera al privado, reflejando la debilidad de las economías locales. Además, los salarios de la ciudad de Buenos Aires duplican los de las provincias del norte argentino.


    En términos de pobreza, los contrastes son igualmente marcados. Promediando los últimos cuatro años, el 41,8% de la población del país vive bajo la línea de pobreza. Sin embargo, en provincias como Formosa (58%), Chaco (48,6%), Santiago del Estero (48%) y Entre Ríos (47%), los índices son significativamente más altos, mientras que en aglomerados como CABA (18,5%) y Tierra del Fuego (32%), mucho más bajos.


    La región centro de la Argentina, a pesar de concentrar las actividades de mayor productividad y complejidad económica, enfrenta desafíos significativos como la congestión urbana, la pobreza y la informalidad laboral. Esto se debe, en parte, a los flujos migratorios provenientes de las regiones norteñas, las más desfavorecidas del país, y en menor medida a los de las provincias del sur. Estas dinámicas migratorias responden a la desigualdad en el acceso a derechos económicos, sociales y culturales, estrechamente vinculada con la concentración de actividades de alta productividad en el centro.


    Según Abeles y Villafañe (2022), las provincias del norte han sido históricamente las más perjudicadas:


     


    De primacía agraria y baja densidad poblacional, se trata de la región con mayor proporción de población rural (19%, frente al 9% del total del país), con menor espacio fiscal (cuenta con la mitad de los recursos tributarios propios por habitante que el promedio nacional), con déficits de infraestructura de gran magnitud y donde se observan los mayores coeficientes de incidencia de la pobreza monetaria y las necesidades básicas insatisfechas [NBI].2


     


    Cuando un niño nace, ni siquiera está en pie de igualdad respecto de la posibilidad de resguardarse bajo un techo; CABA y las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe concentran el 64,25% de las viviendas del país, según el Censo 2022, mientras que el 35,75% restante se reparte entre las otras veinte unidades gubernamentales del país. Esta distribución desigual está vinculada tanto a la despoblación en algunos territorios —por ejemplo, en La Rioja (140.000 viviendas) y en Santa Cruz (95.000)— como al hacinamiento provocado por la pobreza. A nivel nacional, el 24,7% de los hogares enfrenta condiciones de hacinamiento, pero las tasas más altas se registran en las regiones del nordeste (NEA) y noroeste (NOA), donde un bebé nacido en Formosa, Salta, Santiago del Estero o Chaco puede experimentar un hacinamiento crítico desde sus primeros años de vida.


    Si se considera el acceso a servicios básicos, el panorama en la Argentina es marcadamente desigual. Por ejemplo, aunque el agua corriente llega al 85,4% de las viviendas en el ámbito nacional, las diferencias regionales son notorias. En Chaco, el 22,9% de los hogares no tiene acceso a agua potable, mientras que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se reduce esta cifra al 1,8%. En Formosa, el 21,9% de las viviendas carece de agua corriente, en comparación con el 3,7% en Chubut. Una situación similar se observa en el acceso a servicios de cloacas; a nivel nacional, el 37,4% de las viviendas no cuenta con este servicio, pero en Misiones y Santiago del Estero se disparan estas cifras al 73,4 y 71,3%, respectivamente.


    La disparidad también es evidente en la red de gas. En el ámbito nacional, este servicio alcanza al 58,4% de los hogares (Censo 2022). Sin embargo, mientras que en CABA el 94% de las viviendas está conectada a la red de gas, en provincias como Corrientes, Chaco, Formosa y Misiones prácticamente no existe este servicio. En Catamarca, La Rioja y Santiago del Estero, el acceso no supera el 30%.


    En cuanto a la atención de salud, el citado informe muestra que la brecha geográfica es significativa. En Formosa, solo el 45% de la población cuenta con cobertura médica mediante una obra social provincial (OSP) o nacional (OSN), o un seguro privado de salud (medicina “prepaga”). En CABA, esta proporción supera el 100%, alcanzando el 129%, lo que refleja duplicaciones en la cobertura por subsistemas de seguridad social o del sector privado. Además, la mortalidad infantil, aunque ha disminuido en las últimas décadas, sigue evidenciando desigualdades. El promedio nacional fue de 8,4 muertes por cada 1000 nacidos vivos en 2020, pero la región norte registró una media de 10,4 en 2021, duplicando en algunas provincias los valores de las jurisdicciones con menor tasa de mortalidad infantil.


    El ámbito educativo no está exento de estas desigualdades. Según datos del último censo, el nivel educativo promedio en CABA es de 13,2 años, mientras que en Santiago del Estero es de 9,7, y en Misiones, de 9,8. Asimismo, el 83,8% de los estudiantes de CABA y el 76,9% de los de Buenos Aires termina la secundaria, frente al 49,1% en Santiago del Estero, el 51,1% en Misiones y el 53,3% en Chaco.


    Con respecto a los diferenciales de calidad educativa, puede seguirse el índice de resultados escolares de primaria publicado por el Observatorio Argentinos por la Educación,3 basado en las pruebas Aprender 2023. De acuerdo con este índice —que mide la cantidad de alumnos por cada 100 que iniciaron primer grado al principio de la cohorte, que llegan al sexto año de escolaridad en el tiempo teórico esperado y con resultados adecuados—, se muestra que a nivel nacional solo el 45% de los alumnos finaliza la primaria en el tiempo estipulado y con aprendizajes satisfactorios en lengua y matemática. Las brechas regionales son significativas; en CABA, este indicador alcanza el 61%, y en Córdoba, el 57%, mientras que en San Juan y Catamarca es del 34%, y en Chaco, apenas del 30%.


    Los organismos encargados de analizar la calidad de vida en las ciudades evalúan factores como el clima social, político y económico, el servicio médico, el nivel educativo, el transporte público y el acceso a bienes de consumo, recreación y vivienda. En 2023, Buenos Aires ocupó el puesto 100 en el ranking mundial de ciudades con mayor calidad de vida, superada solo por Montevideo en Latinoamérica. Sin embargo, estos informes internacionales no consideran datos específicos en el resto del país ni en las distintas zonas dentro de cada ciudad, lo que cambia significativamente el panorama.


    Un mapa elaborado por investigadores del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet)4 señala que la Patagonia es la región argentina con mayor calidad de vida, en contraste con el norte del país, donde predominan los índices bajos. Incluso en áreas que suelen destacarse por su bienestar, como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, existen zonas cuya realidad contradice esta tendencia general.5


    En sintonía con estos hallazgos, un informe realizado por los geógrafos Guillermo Velázquez y Gabriela Mesaros analiza la calidad de vida en 525 unidades administrativas de la Argentina, calificándolas en una escala del 1 al 10.6 El barrio de Recoleta (Comuna 2 de CABA) lidera el ranking nacional, pero a pocos kilómetros, la Comuna 8 de la misma ciudad —que incluye los barrios de Villa Lugano, Soldati y Riachuelo— ocupa el puesto 183 con 6,66 puntos. Más al sur, en el Gran Buenos Aires, el partido Presidente Perón se encuentra en el puesto 473 con 5,22 puntos.


    El informe de Velázquez y Mesaros también detalla diferencias regionales significativas en el país. En el nordeste (Formosa, Chaco, Corrientes y Misiones) se registran los niveles más bajos de calidad de vida. El noroeste, aunque muestra condiciones adversas en general, presenta mayor heterogeneidad; Salta y Jujuy se destacan con los mejores indicadores de la región, mientras que Santiago del Estero y Tucumán registran valores más bajos. En Cuyo y en la región pampeana, las condiciones son, en promedio, favorables, salvo en áreas periféricas. La Patagonia, si bien lidera con los mejores indicadores, también presenta contrastes; las zonas cordilleranas y las costeras superan a la meseta ganadera de Río Negro y Chubut.


    El hacinamiento es otro de los efectos de la transferencia poblacional y la inequitativa distribución de recursos. Hace setenta años que la población de CABA ronda los 3 millones de habitantes. Sin embargo, la población en villas y asentamientos similares se triplicó en los últimos treinta años, lo que refleja un empeoramiento generalizado de las condiciones de vida en una ciudad que concentra la mayor parte de las finanzas federales del país.


    A nivel nacional, 1,3 millones de personas viven en condiciones de hacinamiento crítico, una categoría definida por el Indec para los hogares donde residen más de tres por habitación. Esto representa casi un 5% de la población de los grandes centros urbanos. Además, un 8% habita cerca de basurales, y un 13% lo hace en zonas inundables. Además, el 40% de los habitantes en estos aglomerados no tiene acceso al gas de red, y el 35% carece de desagües cloacales.


    La situación del mundo laboral es otro de los factores que se entrelaza de manera directa. Según la Encuesta Permanente de Hogares (EPH), elaborada por el Indec, en el segundo trimestre de 2024 las mayores tasas de desocupación se concentraban en el Gran Resistencia (11%), Gran La Plata (9,9%) y Gran Buenos Aires (9,1%). La menor tasa se observó en la región de Cuyo (5,1%).


    En aglomerados de más de 500.000 habitantes, como los partidos del Gran Buenos Aires, Gran Córdoba, Gran Rosario, Gran Mendoza, Gran Tucumán o Gran Mar del Plata, la desocupación entre la población económicamente activa es del 7,9%. En contrapartida, en zonas con medio millón de habitantes o menos, la cifra se reduce a 5,7%.


    Persistente informalidad y espacio fiscal heterogéneo


    La relativa debilidad en materia de desarrollo productivo de algunas provincias tiene su correlato en bajas tasas de empleo y en una elevada incidencia de la informalidad laboral.


    Según los datos de la EPH, para el primer trimestre de 2024 el 35,6% de los asalariados era informal, pero en las provincias del norte este porcentaje alcanzaba a 43,8%, y en las del sur, solo 19,8%. Los aglomerados con mayor proporción de trabajadores sin descuento jubilatorio son Gran San Juan (47,9%), Formosa (47,9%), Gran Tucumán-Tafí Viejo (47,6%) y Gran Salta (47,4%), mientras que los de menor proporción son Ushuaia y Río Grande (15,9%), Neuquén-Plottier (18,7%) y Río Gallegos (19,4%).


    Además de la disparidad geográfica, la informalidad afecta mayormente a los jóvenes, que duplican la tasa de informalidad promedio; los trabajadores con menor nivel educativo, cuya tasa más que triplica la de nivel educativo alto; las mujeres, un 25% más alta que la de los hombres,7 y los deciles más bajos de ingreso, cinco veces superior a la de los deciles más altos.


    Sin embargo, el problema de la informalidad en el mercado laboral es más profundo y no se restringe solamente al segmento asalariado. El estudio de Salvia, Fachal y Robles (2018)8 permite contar con un panorama más completo al respecto, ya que en primer lugar agrega a los trabajadores no asalariados (patrones, profesionales o por cuenta propia), cuya participación varía entre regiones, que representan el 28,9% de los trabajadores en el GBA, el 34% en el norte, pero solo el 19,2% en la Patagonia. Según los autores:


     


    Mientras que en el caso de las jurisdicciones provinciales de la región patagónica la alta tasa de asalarización se asocia a la prevalencia de actividades energéticas y al mayor peso relativo del sector público, en las regiones del centro (Córdoba, Entre Ríos y Santa Fe) y NEA la menor incidencia de las ramas industriales y la mayor relevancia de actividades primarias dan cuenta de una mayor participación de empleos independientes.


     


    La particularidad de este segmento no asalariado, dentro del cual se encuentra la denominada “economía popular”, es que la “no registración” es mucho mayor que los asalariados. Mientras que en el total nacional el 63,5% de los trabajadores tiene empleo regulado —prevalecen las regulaciones laborales, impositivas y previsionales, los mecanismos sindicales o gremiales—, en el segmento de no asalariados ese empleo de calidad solo representa el 33,9%. Las diferencias regionales son significativas y replican lo mencionado anteriormente; en las provincias de la región pampeana, centro, GBA y Patagonia, el empleo regulado alcanza el 40% del total no asalariado, y en las regiones del NEA y el NOA esa relación es de 21,4 y 14,7%, respectivamente.


    Esto último explicita los problemas estructurales del fenómeno y, por lo tanto, la necesidad de contemplar en su solución no solo incentivos de reducción y simplificación de carga impositiva, sino ir más allá de lo fiscal.


    La estructura productiva determina en parte el espacio fiscal de cada jurisdicción y, por lo tanto, la posibilidad de la población de satisfacer las necesidades de bienes públicos. Con datos para 2023, se observa que los recursos propios per cápita (de las provincias) alcanzan el equivalente a veinte canastas básicas alimentarias (CBA) en CABA (14,1 en Neuquén y 13,7 en Tierra del Fuego), versus apenas 1,4 canastas en Corrientes (2 en Formosa y 1,7 en Santiago del Estero).


    Siguiendo con la clasificación utilizada por la CEPAL en el documento mencionado, se observa que las provincias del norte, en promedio, tienen recursos tributarios propios per cápita equivalentes a 2,9 CBA, mientras que las del centro tienen 5,8, y las del sur, 8,2. La brecha entre las del norte y las del sur es muy significativa (5,3 CBA). Por cada habitante, las provincias del sur recaudan por recursos tributarios propios (ingresos brutos, inmobiliario, automotor, entre otros) el triple que las del norte.


    Contemplando el régimen de coparticipación actual, las provincias del norte agregan, en términos per cápita, 10,41 CBA, pero las del sur suman más, 10,5 CBA; de esta forma, agrandan la brecha. De ahí que las transferencias sean claves en la gestión —y la negociación— política; las de coparticipación representan el 72% del total y se traducen en un promedio de más del 40% del total de los ingresos fiscales —y un 35% de las entradas por todo concepto— en la mayoría de las jurisdicciones. Para algunas (Formosa, La Rioja, Catamarca, Corrientes, Santiago del Estero, Jujuy, Chaco), la situación es más aguda; entre el 80 y el 90% de sus ingresos totales proviene de estas transferencias.


    Finalmente, la brecha se agrava al introducirse los recursos por regalías, que desde 1994, según la Constitución, son exclusivos de las provincias, beneficiando principalmente a las del sur.


    Considerando todos los ingresos (propios, transferencias y regalías), las provincias del sur disponen per cápita del doble de recursos que las del norte, mientras que las del centro tienen un 80% más que las del norte.


    La estructura productiva condiciona la capacidad fiscal de cada región, y la informalidad laboral profundiza estos problemas, ya que disminuye la generación de ingresos propios y, a la vez, aumenta la demanda de gasto público. Es esencial romper este círculo vicioso. Mejorar las condiciones del mercado laboral y diversificar la estructura productiva de cada región no solo es clave para mejorar la calidad de vida de los trabajadores y sus familias, sino también para fomentar un desarrollo productivo territorialmente equilibrado y armónico.
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    CAPÍTULO 2



     


    Las diferencias son de larga data


    Si bien la oposición entre federales y unitarios se ha repetido prácticamente desde la Revolución de Mayo hasta 1825, las guerras de la independencia mantuvieron la tensión entre las perspectivas federal y centralista, que luego adoptarían distintas formas a lo largo de la historia argentina. En los orígenes de la nación, sin embargo, la contienda principal era contra la metrópolis colonial. Quién y cómo la reemplazaría implicaba una disputa por el poder con posibilidades de adoptar diversos enfoques.


    El enfrentamiento histórico entre las provincias y la ciudad de Buenos Aires comenzó cuando, tras quedar aislada de la vía comercial del Alto Perú, la región norte pasó a depender del Río de la Plata. Sin embargo, antes de ese desenlace —determinado por las estrategias trazadas en las guerras latinoamericanas por la independencia—, las provincias mantenían una posición distinta. De algún modo, las perspectivas sobre el federalismo de finales del siglo XX se inspiraron en ese pasado para imaginar cómo podrían ser las cuestiones a la hora de reformar la Constitución en 1994.


    Desde el Reglamento de Libre Comercio de la colonia, el puerto se mantuvo conectado con las corrientes económicas mundiales. Como dedos que convergen en la palma de una mano, los caminos llevaban inevitablemente a la aduana porteña. Esto provocaba que las economías regionales sufrieran, ya que sus criterios territoriales dependían de las necesidades de exportación e importación de aquel puerto. Demasiadas veces la prosperidad de la ciudad significaba devastación para el interior.


    Durante los años revolucionarios, además, el comercio con Gran Bretaña resultó indispensable para financiar la guerra contra España, lo que impidió el desarrollo de la industria nacional. Según señala Pacho O’Donnell (2008),1 en los años posteriores a la Revolución de Mayo, la libre importación competía de manera ruinosa con la producción local. Por ejemplo, un poncho inglés costaba tres pesos, mientras que uno de telar criollo valía siete. Lo mismo sucedía con el algodón, las herramientas y la vajilla. Estas disparidades dificultaban la producción y el consumo internos en cada jurisdicción. Hacía falta una política de protección que equilibrara el comercio interno mediante impuestos adecuados y regulaciones sobre el tránsito por los ríos interiores, restaurando así la unidad territorial. Sin embargo, los recursos de Buenos Aires provenían de la aduana, y su rol como vía comercial imprescindible prometía riquezas y ventajas políticas que no podían ser fácilmente abandonadas.


    La interconectividad, ayer y hoy


    El debate entre centralización y descentralización persiste desde el siglo XVIII. Conviene recordar cómo esta cuestión preocupó a los fundadores de la nación, en especial a Manuel Belgrano. Formado bajo las ideas revolucionarias que transformaron Europa a finales de ese siglo —y que cambiaron las pautas económicas, sociales, técnicas y científicas, es decir, políticas en su conjunto—, Belgrano se destacó por unir pensamiento y acción, entregando su destino personal al proyecto del país naciente.


    En 1794, Manuel Belgrano regresó a Buenos Aires decidido a llevar a la práctica esas ideas progresistas. Su principal interés era trabajar en beneficio de todas y cada una de las provincias del Virreinato del Río de la Plata. Para ello, se dedicó a estudiar el interior del territorio. En el Correo del Comercio, semanario que fundó a fines de 1809, escribió:


     


    Nada más importante que tener un conocimiento exacto de la riqueza y fuerza de los Estados; este es el objeto de la ciencia estadística, y su fin para proceder con acierto en todas las disposiciones que se dirijan al orden económico a efecto de fomentar la agricultura, animar la industria y proteger el comercio, como que son los arcos torales de la felicidad pública.2


     


    El 12 de mayo de 1810, pocos días antes de la Revolución de Mayo y del surgimiento del primer gobierno patrio, Belgrano publicó una extensa nota sobre la provincia de Salta, que sintetizaba su visión unificadora. Luego de describir su emplazamiento y clima, aseveró: “La hacen adecuada para todo género de industria en los tres reinos: animal, vegetal y mineral”.3 Como en sus estudios sobre otras provincias, detalló las riquezas naturales de Salta, las posibilidades de explotación y los beneficios económicos potenciales. También analizó el estado del comercio terrestre, concluyendo que este podría incrementarse si se aprovechara la navegabilidad del río Bermejo.


    Sus palabras, cargadas de visión y propósito, resuenan aún hoy como certezas atemporales:


     


    El amor a la patria y nuestras obligaciones exigen de nosotros que dirijamos nuestros cuidados y erogaciones a los objetos importantes de la agricultura e industria, por medio del comercio interno, para enriquecerse, enriqueciendo la patria. […] Solo el comercio interior es capaz de proporcionar valor a los predichos objetos, aumentando los capitales, y con ellos el fondo de la nación, porque buscando y facilitando los medios de darles consumo, los mantiene en un precio ventajoso, así para el creador, digámoslo así, como para el consumidor. De ello resulta el aumento de los trabajos útiles, en seguida la abundancia, la comodidad y la población como una consecuencia forzosa.4


     


    No es casualidad que la red ferroviaria más extensa de la República Argentina lleve su nombre. El Ferrocarril General Belgrano conecta Buenos Aires con el norte del país, atravesando catorce provincias. Su recorrido es fundamental para el desarrollo económico de las regiones del noroeste y noreste argentino.


    “Los frutos de la tierra sin industria no tendrán valor; si la agricultura se descuida, los conductos del comercio quedarán atajados”, sostuvo Belgrano, conocedor de la interdependencia entre la agricultura, la industria y el comercio como bases del progreso. Para ello, consideraba fundamental la conectividad territorial y el esfuerzo conjunto de todos los sectores productivos.


    Por su parte, Domingo Faustino Sarmiento, en 1850, propuso en Argirópolis5 que la isla Martín García representaba un punto de unión entre la Confederación Argentina, el Estado Oriental del Uruguay y Paraguay. Según su visión, esta estrategia garantizaría el progreso y la pacificación frente a los enfrentamientos entre unitarios y federales.


    En la edición de 1858 de “Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina”,6 Juan Bautista Alberdi revisó su postura sobre la capitalización de Buenos Aires, que por entonces estaba separada del resto de las provincias. Reconoció que esa opinión “estaba fundada en algunos hechos históricos y en preocupaciones, que han cambiado y que se han desvanecido más tarde”. En ese contexto, Alberdi enfatizó que la institución de un gobierno nacional venía necesariamente a eliminar el monopolio de ventajas que Buenos Aires mantenía: “Porque un gobierno nacional significa el ejercicio de poderes y la administración de rentas, hecho conjuntivamente por las catorce provincias que componen la República Argentina”.


    En noviembre de 1880, Leandro N. Alem, en su discurso como diputado por la provincia de Buenos Aires, expresó su oposición a la centralización del poder:


     


    Tendrá a su disposición mayor cantidad de elementos, pero la fuerza de estos se debilitará paulatinamente, porque así se debilita su propia iniciativa y actividad, que es el impulso verdadero del progreso. La centralización, atrayendo a un punto dado los elementos más eficaces, toda la vitalidad de la República, debilitará necesariamente las otras localidades […].7


     


    Décadas más tarde, Ezequiel Martínez Estrada abordó el problema del centralismo porteño en su obra La cabeza de Goliat (1940).8 En 19559 sugirió al presidente de facto Pedro Eugenio Aramburu trasladar la Capital Federal a Bahía Blanca, un anticipo ilustre del proyecto que Raúl Alfonsín presentaría, sin éxito, una vez recuperada la democracia.


    A lo largo de la historia, los grandes intelectuales del país han señalado la hiperconcentración del poder como uno de los principales males argentinos: poder político, económico, cultural y, en consecuencia, demográfico. Esta situación atraviesa transversalmente la realidad de la sociedad argentina al continuar con un absurdo y asimétrico ordenamiento territorial. Aunque el federalismo fue adoptado constitucionalmente como forma de Estado para descentralizar el poder, en la práctica se impuso un proyecto unitario que concentró las decisiones en el puerto de Buenos Aires, desoyendo las autonomías provinciales y municipales.


    El intento de las provincias


    También había un trasfondo de filosofía política; el centralismo —que daría origen al partido unitario— tenía como modelo a Francia, un Estado en el cual la nación preexistía a las provincias, concebidas como meras prefecturas internas sin autonomía frente al poder central. En cambio, el federalismo —que cristalizaría en la Liga de los Pueblos Libres, de José Artigas, y en el Partido Federal, de Manuel Dorrego en Buenos Aires— se inspiraba en un modelo del continente americano, otra nación creada a partir de la independencia de las colonias, los Estados Unidos.


    Varios episodios históricos se convirtieron en hitos de esta oposición entre dos modelos de país dentro de un mismo territorio, una disputa que perdura hasta hoy. Uno de ellos fue el fracaso de la Asamblea del Año XIII, convocada para proclamar la independencia de España y redactar una Constitución para “el Estado denominado Provincias Unidas del Río de la Plata”. La Asamblea rechazó a los delegados de Artigas,10 alegando informalidades en su elección.


    “Cada provincia formará su gobierno”, además del nacional, que solo entendería “en los negocios generales del Estado”, proponían los artiguistas. La Provincia Oriental se comprometía a la defensa común con las otras provincias, pero retenía “su soberanía, libertad e independencia” y redactaría su propia “Constitución territorial”, que le daría “derecho a levantar los regimientos” necesarios. Demandaban también la habilitación de los puertos de Maldonado y Colonia y, sobre todo, que la capital nacional “precisa e indispensablemente” se estableciera “fuera de Buenos Aires”. Es decir que la ciudad quedara separada de los recursos generados por su aduana.


    Tras otros intentos fallidos de acuerdo, los cabildos de varias provincias insistieron en su autonomía frente a Buenos Aires. El Congreso de 1816, que declaró la independencia de las Provincias Unidas, reunió a representantes de Buenos Aires, Tucumán, Mendoza, San Juan, Catamarca, Salta, La Rioja, Córdoba y Santa Fe. Sin embargo, su foco estuvo en definir la forma de gobierno, y los delegados porteños insistieron en la redacción de la Constitución de 1819. Este documento, rechazado por su carácter centralista, nunca llegó a aplicarse.


    En ese contexto, en 1819, la Gazeta de Buenos Ayres publicó con escándalo:


     


    Los federalistas quieren no solo que Buenos Aires no sea la capital, sino que, como perteneciente a todos los pueblos, divida con ellos el armamento, los derechos de aduana y demás rentas generales; en una palabra, que se establezca una igualdad física entre Buenos Aires y las demás provincias, corrigiendo los consejos de la naturaleza que nos ha dado un puerto y unos campos, un clima y otras circunstancias que le han hecho físicamente superior a otros pueblos.11


     


    El conflicto entre centralismo y federalismo continuaba perfilándose como un eje estructural en la política argentina. Ese año la provincia de Buenos Aires concentraba 125.000 habitantes, seguida por Córdoba con 75.000 y Salta con 50.000. Cinco años más tarde, los ingresos fiscales de Buenos Aires ascendían a casi 2,6 millones de pesos, de los cuales 2 millones provenían directamente de la aduana.12 En contraste, Córdoba apenas superaba los 70.000 pesos y Tucumán, con 22.115, no alcanzaba a cubrir las dos terceras partes de sus gastos.13


    En el Congreso Constituyente de 1824, los representantes porteños introdujeron el concepto de “unidad de régimen”, renovando así la identidad de los antiguos centralistas que serían unitarios. Este cambio de etiqueta no alteró su ideario: Buenos Aires debía ser la sede de un gobierno nacional con autoridad sobre las jurisdicciones locales. Desde su perspectiva, ninguna otra provincia, fragmentada en distintas identidades y liderada por caudillos, contaba con las capacidades del gran puerto y la experiencia administrativa acumulada desde la colonia.


    Los unitarios pretendían el libre comercio, que llenaría las arcas de la aduana y consolidaría la posición de los sectores ya poderosos de Buenos Aires. Por su parte, los federales tenían demandas específicas según la región; las provincias del litoral pedían que se les devolviera la navegación de sus ríos interiores, mientras que las del interior buscaban un modelo proteccionista que incentivara su crecimiento económico y consolidara su autonomía política.


    La ley de presidencia del Congreso habilitó el ascenso de Bernardino Rivadavia, y la Constitución de 1826 adoptó la forma de gobierno unitaria. Sin embargo, en la mayoría de los gobiernos provinciales —seis de ellos abogaban por un modelo federal— quedaron descontentos, y las disputas se sucedieron.


    Uno de los episodios más emblemáticos de este conflicto fue la nacionalización de las minas. Rivadavia autorizó a la firma británica River Plate Mining Association, de cuyo directorio formaba parte, a explorar y explotar recursos mineros. Facundo Quiroga, líder de La Rioja, se negó a permitir que la empresa accediera a Famatina.


    La concepción federal también tenía adherentes en la provincia de Buenos Aires. Manuel Dorrego, el dirigente porteño más destacado entre ellos, entusiasmó a los perjudicados por la guerra —con el Brasil, en ese momento— y la política económica librecambista basada en los recursos del puerto, desde El Tribuno, el periódico en el que escribía contra la posición centralista.


    En su rol de diputado del Congreso de 1826, se expidió sobre el texto del artículo 6 de la Constitución en debate, que trataba la suspensión de la ciudadanía y determinaba quiénes no podían votar:


     


    He aquí la aristocracia, la más terrible, porque es la aristocracia del dinero […]. Échese la vista sobre nuestro país pobre: véase qué proporción hay entre domésticos y asalariados y jornaleros y las demás clases, y se advertirá quiénes van a tomar parte en las elecciones. Excluyéndose las clases que se expresan en el artículo, es una pequeñísima parte del país, tal vez no exceda de la vigésima parte […]. ¿Es posible esto en un país republicano?14
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